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RECURSO DE REVISIÓN  790/2017-1

COMISIONADO PONENTE: 

MTRO. ALEJANDRO LAFUENTE TORRES

MATERIA:

ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA

ENTE OBLIGADO:

GOBIERNO DEL ESTADO A TRAVÉS DE LA OFICIALÍA mayor del estado.

San Luis Potosí, San Luis Potosí. Acuerdo del Pleno de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, correspondiente a la sesión del 22 veintidos  de enero de 2018 dos mil dieciocho. 

VISTOS, para resolver, los autos del recurso de revisión identificado al rubro; y
RESULTANDO:

PRIMERO. Solicitud de acceso a la información pública. Según consta en la Plataforma Nacional de Transparencia con el folio 00655917 cero, cero, seiscientos cincuenta y cinco mil novecientos diecisiete, el 05 cinco de octubre de 2017 dos mil diecisiete la OFICIALÍA MAYOR recibió una solicitud de acceso a la información pública en donde se le pidió la información siguiente
:
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QUIEN ES EL COORDINADOR DE ARCHIVOS DE OFICIALIA MAYOR DEL ESTADO

COPIA DE NOMBRAMIENTO PUBLICADO EN PERIODICO OFICIAL CONFORME LO OBLIGA LA LEY

MANUAL DE ORGANIZACIÓN DE LA UNIDAD DE ARCHIVOS O DEPARTAMENTO EN OFICIALIA MAYOR

CORREO OFICIAL DE COORDINADOR DE ARCHIVOS

COPIA DE LA CERTIFICACIÓN PARA EJERCER ESTE CARGO SEGUN LO OBLIGA LA LEY DE ARCHIVOS Y LINEAMIENTOS GENERALES

POR QUE EN LA PLATAFORMA NO ESTA LLENADO LOS ESPACIOS REQUERIDOS NO APARECEN LOS IPERVINCULOS

SEGUN LA LEY DE TRANSPARENCIA LOS SUJETOS OBLIGADOS DEBEN DE LLENAR LOS FORMATOS Y EN SUS FORMATOS QUE SUBIERON NO ESTAN COMPLETOS CONFORME LO SOLICITA LA PLATAFORMA

SEGUNDO. Respuesta a la solicitud de acceso a la información pública. El 24 veinticuatro de octubre de 2017 dos mil diecisiete el sujeto obligado notificó al solicitante, por el mismo medio electrónico, la respuesta a la solicitud de acceso a la información pública, misma que es como sigue
:
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Capacidad Nax. 30M8

quedo registrada baja el folio 00655317, el pasado 5 de octubre det afio en curso, en donde:
solicita diversa informacién relativa a la Unidad de Transparencia de esta Oficialia Mayor; y
para la cual nos es preciso informar lo siguiente:

De conformidad con lo establecido por las fracclones 11, 1V y V del articulo 54 de Ia Ley de
[Transparencla y Acceso a Ia Informacién Piblica del Estado de San Luls Potos!, y en

contestacién a su mencionada solicitug, me permito informar a Usted que se reckié ante esta
Unidad de Transparencia oficio numero OM.DA./1366/2017 signado 9or e! Director
Administrativo de esta Oficialia Mayor en el que se fe brinda la informecidn por Usted solicitada,
oficio que adjunto al presente.

En Io relativo al punto sefialade como sexto, me permito manifestar a Usted, que por parte de
jesta cia se m acty constar las Of marcadas como
comunes dentro de fa pagina de Ia CEGAIP, por ko que de existir algun inconveniente en cuanto
la Ia visualizacién de alguno de los formatos mencionados, nos ponemos a sus ordenes para

10 3 la b posibie, pi Usted raportarlo al correo oficial de esta Unidad de
[Transparencia el cual es: transparenciaom@sip.gob.mx.

[De conformidad con el articulo 154 de 1a Ley, se ie Informa que Usted cuenta con 15 dias para
interponer recurso d e revisién ante esta Unidad de Transparencia de Ofickalia Mayor o bien, por
e) medio que Usted elija ak par ¢ TRulo de Ia ley antes ciada,

ATENTAMENTE
EL JEFE DE LA UNIDAD DE TRANSPARENCIA DE LA
[OFICIALIA MAYOR DEL PODER EJECUTIVO.
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EN REFERENCIA A LA SOLICITUD DE INFORMACIÓN REALIZADA POR USTED, MEDIANTE LA PLATAFORMA NACIONAL DE TRANSPARENCIA A ESTA OFICIALÍA MAYOR DEL PODER EJECUTIVO DE SAN LUIS POTOSÍ, MISMA QUE QUEDO REGISTRADA BAJO EL FOLIO 00655917, EL PASADO 5 DE OCTUBRE DEL AÑO EN CURSO, EN DONDE SOLICITA DIVERSA INFORMACIÓN RELATIVA A LA UNIDAD DE TRANSPARENCIA DE ESTA OFICIALÍA MAYOR;  Y PARA LA CUAL NOS ES PRECISO INFORMAR LO SIGUIENTE:

DE CONFORMIDAD CON LO ESTABLECIDO POR LAS FRACCIONES II, IV Y V DEL ARTÍCULO 54 DE LA LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, Y EN CONTESTACIÓN A SU MENCIONADA SOLICITUD, ME PERMITO INFORMAR A USTED QUE SE RECIBIÓ ANTE ESTA UNIDAD DE TRANSPARENCIA OFICIO NUMERO OM.DA./1366/2017 SIGNADO POR EL DIRECTOR ADMINISTRATIVO DE ESTA OFICIALÍA MAYOR EN EL QUE SE LE BRINDA LA INFORMACIÓN POR USTED SOLICITADA, OFICIO QUE ADJUNTO AL PRESENTE.

EN LO RELATIVO AL PUNTO SEÑALADO COMO SEXTO, ME PERMITO MANIFESTAR A USTED, QUE POR PARTE DE ESTA DEPENDENCIA SE MANTIENE ACTUALIZADO CONSTANTEMENTE LAS OBLIGACIONES MARCADAS COMO COMUNES DENTRO DE LA PAGINA DE LA CEGAIP, POR LO QUE DE EXISTIR ALGÚN INCONVENIENTE EN CUANTO A LA VISUALIZACIÓN DE ALGUNO DE LOS FORMATOS MENCIONADOS, NOS PONEMOS A SUS ORDENES PARA ATENDERLO A LA BREVEDAD POSIBLE, PUDIENDO USTED REPORTARLO AL CORREO OFICIAL DE ESTA UNIDAD DE TRANSPARENCIA EL CUAL ES: TRANSPARENCIAOM@SLP.GOB.MX.

DE CONFORMIDAD CON EL ARTÍCULO 154 DE LA LEY, SE LE INFORMA QUE USTED CUENTA CON 15 DÍAS PARA INTERPONER RECURSO D E REVISIÓN ANTE ESTA UNIDAD DE TRANSPARENCIA DE OFICIALÍA MAYOR O BIEN, POR EL MEDIO QUE USTED ELIJA ATENIÉNDOSE A LO SEÑALADO POR EL TITULO SÉPTIMO DE LA LEY ANTES CITADA.

ATENTAMENTE

EL JEFE DE LA UNIDAD DE TRANSPARENCIA DE LA

OFICIALIA MAYOR DEL PODER EJECUTIVO.
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MARCELO MEJIA MENDEZ

UNIDAD DE TRANSPARENCIA DE LA OFICILIA MAYOR
DEL PODER EIECUTIVO DEL ESTADO
PRESENTE

Por medio del presente le envio un cordial saludo, de igual forma, en atencjén al
oficio OM/UT-245/2017, en el cual hace referencia a la solicitud de informacién del

“C. , con numero de folio 00655917 en el que
solicrta:

1. Quien es el coordinador de archivos de Oficialia Mayor del Estado.

N\ 2. Copia de nombramiento publicado en Periddico Oficial conforme lo obliga Ia

ley.

3. Mznuclde organizacion de la unidad de archivos o departamento en Oficialia

Meor.

‘4. Correo oficial de coordinador de archivos.

5. Copia de la certificacidn para ejercer este cargo segin lo obliga la ley de
arciiivos y lineamientos Generales.

6. Porqué en la plataforma no estd llenado los espacios requeridos no aparecen
lo. i ipervinculos, segtn la ley de transparencia los sujetos obligados deben de

lleiiar fos formatos y en sus formatos que subieron no estdn completos

yyorme fo solicita la plataforma.

En atencidn a dicha solicitud, tengo a bien informar o siguiente:
a) Pesoecto al punto 1. Es el C. Julidn Victor Bustos Leija.

b) Set e ol punto 2: No Aplica.
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TERCERO. Interposición del recurso. El 13 trece de noviembre de 2017 dos mil diecisiete, mediante registro PF00012717 en la Plataforma Nacional de Transparencia, el solicitante de la información interpuso recurso de revisión en contra de la respuesta del punto anterior, mismo que quedó presentado ante la Oficialía de Partes de esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, el mismo día.
CUARTO. Trámite del recurso de revisión ante esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública. Mediante auto del 14 catorce de noviembre de 2017 dos mil diecisiete la presidencia de esta Comisión de Transparencia tuvo por recibido el recurso de revisión, por lo que por razón de turno, tocó conocer a la ponencia del MTRO. Alejandro Lafuente Torres por lo que se le mandó dicho expediente para que procediera, previo su análisis, a su admisión o desechamiento según fuera el caso.

QUINTO. Auto de admisión y trámite. Por proveído del 24 veinticuatro de noviembre de 2017 dos mil diecisiete el Comisionado Ponente:

· Registró en el Libro de Gobierno el presente expediente como RR-790/2017-1 PLATAFORMA.

· Admitió a trámite el presente recurso de revisión.

· Tuvo como entes obligados al GOBIERNO DEL ESTADO a través de la OFICIALÍA MAYOR por conducto de su TITULAR de su TITULAR de la UNIDAD DE TRANSPARENCIA.
· Se le tuvo al recurrente por señalada dirección electrónica para oír notificaciones.

· Se puso a disposición de las partes el expediente para que en un plazo máximo de 7 siete días manifestaran lo que a su derecho conviniera –ofrecer pruebas y alegar–.  

Asimismo, en ese auto la ponente expresó que el sujeto obligado debería informar a esta Comisión de Transparencia si la información que le fue solicitada:

· Su contenido, calidad y si se cuenta en la modalidad solicitada.

· Si los documentos en los que conste la información -entendiendo documento como se establece en el artículo 3 fracción XIII de la Ley de Transparencia-, se encuentran en sus archivos.

· Si tiene la obligación de generar, o bien obtuvo, posee, transforma o mantiene en posesión la información solicitada; y para el caso que manifieste no contar la obligación de generar o poseerla, deberá fundar y motivar las circunstancias que acrediten tal circunstancia.

· Las características físicas de los documentos en los que conste la información.

· Si se encuentra en bases de datos según lo establecido en el artículo 150 de la Ley de Transparencia.

· Si se actualiza algún supuesto de excepción de derecho de acceso a la información, y para efecto deberá fundar y motivar su dicho y apegarse a lo establecido en el artículo 160 de la Ley de Transparencia.

· En caso de que la información actualice algún supuesto de reserva, deberá agregar al informe solicitado la citada información de conformidad con lo establecido en el artículo 172 de la Ley de Transparencia.

Por lo tanto, el ponente apercibió a las autoridades de que en caso de ser omisas para manifestar lo que a su derecho conviniera respecto del presente recurso se aplicarían en su contra las medidas de apremio previstas en el artículo 190, fracción I, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado.

Por otra parte, el ponente ordenó el traslado a las autoridades con la copia simple del recurso de revisión; se les requirió a éstas para que remitieran copia certificada del nombramiento que los acreditara como tales; para que señalaran personas y domicilio para oír y recibir notificaciones en esta ciudad; y que una vez, que sea decretado el cierre de instrucción no se atendería la información que fuese enviada.

Por último, hizo saber al recurrente que tenía expedito su derecho para oponerse a la publicación de sus datos personales.

SEXTO. Informe de los sujetos obligados. Por proveído del 05 cinco de enero de 2018 dos mil dieciocho dos mil dieciocho el ponente del presente asunto tuvo:
· Por recibido el oficio OM/UT-294/2017, firmado por el JEFE DE LA UNIDAD DE INFORMACIÓN PÚBLICA del sujeto obligado.

· Por reconocida su personalidad. 

· Por rendido en tiempo y forma sus alegaciones.

· Por expresados los argumentos relacionados con el presente asunto.

· Por ofrecidas las pruebas de su intención.


Respecto de la parte recurrente, se le tuvo por omiso en realizar las manifestaciones que a su derecho convino.

Para concluir, el ponente declaró cerrado el periodo de instrucción y procedió a elaborar el proyecto de resolución respectivo.

CONSIDERANDO

PRIMERO. Competencia. Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública es competente para conocer del presente asunto, de acuerdo con los artículos 6, párrafo cuarto, apartado A, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 17, fracción III, párrafo tercero, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 27, primer párrafo, 34, fracciones I y II, 35, fracción I, y 175 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública de este Estado. 

SEGUNDO. Procedencia. El presente recurso de revisión es procedente en términos del artículo 166 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado ya que el recurrente se inconforma por la respuesta a su solicitud de acceso a la información pública por parte del sujeto obligado. 
TERCERO. Legitimación. El recurrente se encuentra legitimado para interponer el recurso de revisión, ya que fue él quien presentó la solicitud de acceso a la información pública y la respuesta a ésta es precisamente a aquél a quien le pudiera deparar perjuicio.

CUARTO. Oportunidad del recurso. La interposición del escrito inicial del recurso de revisión fue oportuna al presentarse dentro del plazo de quince días a que se refiere el artículo 166 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, como se expone a continuación:

· El 24 veinticuatro de octubre de 2017 dos mil diecisiete el solicitante de la información fue notificado de la respuesta a su solicitud.

· Así, el plazo de los quince días hábiles para interponer el recurso de revisión transcurrió del día 25 veinticinco de octubre al 16 dieciséis de noviembre de 2017 dos mil diecisiete. 

· Se deben de descontar por ser inhábiles los días, 28 veintiocho, 29 veintinueve de octubre, 02 dos, 03 tres, 04 cuatro, 05 cinco, 11 once y 12 doce de noviembre.

· Consecuentemente si el 13 trece de noviembre de 2017 dos mil diecisiete el recurrente interpuso el citado medio de impugnación ante esta Comisión de Transparencia, resulta claro que es oportuna su presentación.   


QUINTO. Certeza del acto reclamado. Es cierto lo que se le reclama sujeto obligado en virtud de que el TITULAR DE LA UNIDAD DE TRANSPARENCIA del sujeto obligado así lo reconoció en el informe que rindió ante esta Comisión de Transparencia.


Lo mismo sucede para el TITULAR del sujeto obligado, es decir, se le tiene por cierto lo que se le reclama en virtud de que la solicitud de acceso a la información pública fue dirigida en la Plataforma Nacional de Transparencia a la OFICIALÍA MAYOR que aquél representa. 


SEXTO. Causales de improcedencia. Las causales de improcedencia previstas en el artículo 179 de la Ley de Transparencia son de estudio oficioso y preferente a cualquier otra cuestión planteada, por lo tanto, el sujeto obligado al momento de que hizo sus alegaciones en su informe expresó que la respuesta a su solicitud de información es congruente, veraz y fundada por lo que es evidente que el peticionario al proponer el presente recurso de revisión impugna la veracidad de la información proporcionada, por lo que se actualiza el supuesto señalado por la fracción VI del artículo 179, por lo que al resolverse esta H. Comisión deberá desecharlo por improcedente o en su defecto confirmar la respuesta. 
De este modo el sujeto obligado sostiene que el recurrente pretende impugnar la veracidad de la respuesta que recibió, en ese sentido, el acuerdo del Consejo Nacional del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales
, por el que se aprueban los Lineamientos Técnicos Generales para la Publicación, Homologación y Estandarización de la Información de las Obligaciones establecidas en el título quinto y en la fracción IV del artículo 31 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, que deben de difundir los sujetos obligados en los portales de internet y en la plataforma nacional de transparencia, veracidad como sigue:

[…]

Sexto. Con base en los atributos de calidad de la información y accesibilidad antes referidos, y en lo dispuesto por el artículo 61 de la Ley General, se establece que la información publicada en los portales de transparencia de los sujetos obligados y en la Plataforma Nacional, deberá contar además con las siguientes características:

I. Veracidad: Que es exacta y dice, refiere o manifiesta siempre la verdad respecto de lo generado, utilizado o publicitado por el sujeto obligado en

ejercicio de sus funciones o atribuciones;

[…]

De lo expuesto, nos es claro que el recurrente no pretende impugnar la respuesta del sujeto obligado en cuanto al atributo de veracidad, puesto que no señala que la información sea falsa, máxime que el recurrente al venir al recurso impugna únicamente la respuesta que nos ocupa en lo tocante a 4 puntos de la solicitud de información, es decir, que se encuentra satisfecho con una parte de la respuesta, por ello es inoperante lo manifestado por el sujeto obligado para que en el presente asunto se actualice la causal de improcedencia alegada por el sujeto obligado, por lo que esta Comisión estudiara los agravios hechos valer por el recurrente y en caso de que se actualice alguna otra causal de improcedencia su estudio y análisis será conforme el estudio de los agravios.

SÉPTIMO. Estudio de los agravios.  

          7.1. Agravio. El recurrente expresó como agravios:

CONFORME AL ARTÍCULO 154 DE LA LEY Y EL TITULO SÉTIMO(SIC) DE LA LEY DE TRANSPARENCIA NO ESTOY CONFORME A LOS PUNTOS QUE SON: 2,4,5 y 6 PUESTO QUE SON ASUNTOS QUE OBLIGA LA LEY DE ARCHIVO DEL ESTADO DE S.L.P Y LOS LINEAMIENTOS GENERALES Y RESPECTO DE LAS OBLIGACIONES MARCADAS COMO COMUNES SE DEBE INFORMAR SOBRE LOS IPERVINCULOS(SIC) QUE SON SU CUADRO GENERAL ARCHIVISTICA, GUIAS DE ARCHIVO Y CATALOGO DOCUMENTAL Y HAY PUNTOS QUE ME CONTESTAN NO APLICAN?.
Conforme a los agravios expresados por el recurrente esta Comisión atenderá los mismos y por ello el estudio del asunto que nos ocupa se concentrará en los puntos 2,4,5,6 de la solicitud de información, y que para mayor entendimiento a continuación se desarrolla una tabla de contenido en el que se expresará, la información solicitada, la respuesta del sujeto obligado y los alegatos hechos valer por el sujeto obligado.

Fig. 1.0
	Solicitud de información
	Respuesta
	Alegato del Sujeto Obligado

	punto 2.  Copia de nombramiento publicado en periódico oficial conforme lo obliga la ley

	no aplica
	El director Administrativo señala en su respuesta que no aplica, este señalamiento encuentra sustento en que dentro de la Ley de Transparencia al igual que la Ley de Archivos y en ningún otro ordenamiento legal, no existe la obligación de públicar en el periódico oficial del estado el nombramiento de coordinador de archivos…

	punto 4.  Correo oficial del coordinador de archivos

	no cuenta con correo oficial
	…Contesta simple y llanamente que: No cuenta con correo oficial para el coordinador de archivos; esta respuesta es honesta y veraz, toda vez que no existe un medio probatorio idóneo que pueda ser utilizado para comprobar la no existencia de un correo oficial…, mas aun cuando de un análisis de la Ley de Transparencia, la Ley de Archivos del Estado y cualquier otro ordenamiento legal no lo exige…

	punto 5. Copia de la certificación para ejercer este cargo según lo obliga la ley de archivos y lineamientos generales

	no aplica
	…señala como respuesta no aplica, esto debido a que una vez realizado el análisis de la Ley de Archivos resulta evidente que no existe una obligación de que los Coordinadores de Archivo cuenten con alguna certificación…

	punto 6. Porque en la plataforma no está llenado los espacios requeridos no aparecen los ipervinculos(sic) segun la ley de transparencia los sujetos obligados deben de llenar los formatos y en sus formatos que subieron no estan completos conforme lo solicita la plataforma

	…en lo relativo al punto señalado como sexto, me permito manifestar a usted, que por parte de esta dependencia se mantiene actualizado constantemente las obligaciones marcadas como comunes dentro de la pagina de la cegaip, por lo que de existir algún inconveniente en cuanto a la visualización de alguno de los formatos mencionados, nos ponemos a sus ordenes para atenderlo a la brevedad posible, pudiendo usted reportarlo al correo oficial de esta unidad de transparencia el cual es: transparenciaom@slp.gob.mx...


	…al respecto esta Unidad de Transparencia realiza una supervisión constante sobre las obligaciones comunes de transparencia que se publican a través de la Plataforma Estatal, dicho esto, al recibir este señalamiento esta unidad procedió a revisar la información contenida en la fracción I del artículo 84, encontrado que el formato requerido efectivamente se encuentra debidamente llenado y los hipervínculos funcionando… por lo que se le invita al peticionario en la respuesta a indicarnos cual exactamente es su inquietud… por lo que resulta insuficiente para esta Unidad determinar si efectivamente algún formato presenta alguna falla que deba corregirse.


7.1.1. Agravios infundados. Son los que se hicieron valer respecto de los puntos 5, y 6 de la solicitud de información.

Lo infundado del agravio del punto 5 de la solicitud de información deviene de la afirmación del recurrente en el referido punto, es decir que la Ley de Archivos, exija una certificación para ejercer el cargo de Coordinador de Archivos. Lo que resulta infundado toda vez que la Ley de Archivos al referirse al Coordinador de Archivos de los sujetos obligados, menciona únicamente lo siguiente:

ARTÍCULO 13. Los sujetos obligados deberán nombrar un Coordinador de Archivos, encargado de ejecutar y vigilar la aplicación de la presente Ley al interior de cada dependencia o entidad, así como de vincularse con el SEDA. Dichos coordinadores de archivo, en términos de sus leyes orgánicas o reglamentos internos, serán los responsables de supervisar la organización de los archivos al interior de sus dependencias y de elaborar los instrumentos de control archivístico, de acuerdo a los manuales y lineamientos que se elaboren para tal efecto por el Comité Técnico de Archivo

Como se ve del artículo transcrito la Ley de Archivos en efecto establece la obligación para las entidades públicas de nombrar un Coordinador de Archivos, sin embargo, nada menciona sobre una certificación para ejercer dicho cargo, y en cuanto a sus funciones hace una remisión al reglamento interno o ley orgánica de los sujetos obligados. En este sentido, al remitirse al reglamento interno de la Oficialía Mayor, este ordenamiento no establece dicho requisito, como se aprecia del artículo 8° del referido reglamento que a continuación se transcribe: 

ARTICULO 8°. - Los titulares de las Direcciones Generales serán responsables del correcto funcionamiento de las mismas, estarán auxiliados por los directores de área, subdirectores, y demás personal que se requiera, así como por los coordinadores administrativos de las diferentes entidades que conforman la administración pública centralizada y paraestatal. Los Directores Generales tendrán las siguientes atribuciones:

I.- Planear, organizar, dirigir y evaluar el funcionamiento de la Dirección General a su cargo y el desempeño de los servidores públicos dependientes de la misma;

II.- Acordar con su superior inmediato la resolución de los asuntos relevantes cuya tramitación corresponda a la Dirección General a su cargo;

III.- Formular el proyecto de egresos de su Dirección General conforme a las normas establecidas;

IV.- Intervenir en la contratación, desarrollo, capacitación y adscripción del personal a su cargo y autorizar permisos y licencias de éste, atendiendo a las necesidades del servicio;

V.- Participar en los casos de sanción, remoción y cese del personal de su responsabilidad, de conformidad con las disposiciones legales aplicables;

VI.- Proporcionar la información y el apoyo técnico que le sea requerido internamente o por otras dependencias y entidades de la administración pública estatal, de acuerdo a las políticas establecidas al respecto;

VII.- Suscribir los documentos relativos al ejercicio de sus funciones, así como los concernientes a los asuntos que le sean delegados o les correspondan por suplencia;

VIII.- Expedir, cuando así proceda, certificaciones de documentos y constancias de los datos existentes en la Dirección General a su cargo;

IX.- Recibir para tomar acuerdo a los servidores públicos que dependan de su Dirección General, a los directores administrativos de la administración pública centralizada y paraestatal y conceder audiencia al público sobre asuntos de su competencia;

X.- Llevar el control del gasto correspondiente a las partidas presupuestales cuya administración les sea delegada;

XI.- Supervisar la formulación de los contratos de servicios que presenten las dependencias y entidades de la administración pública estatal, que permitan cumplir con los programas estratégicos y de responsabilidad de las mismas, así como también coordinarse con la Contraloría General del Estado en aquellos servicios que por su características  especiales, sea necesario su análisis y dictamen;

XII.- Promover, formular e instrumentar en la Dirección General a su cargo, el Programa de Modernización Administrativa, conforme a los lineamientos emitidos al respecto; y

XIII.- Las demás que le señalen las. Leyes, decretos, acuerdos, reglamentos y manuales de Oficialía Mayor u órdenes de su titular.

Por lo expuesto, es evidente que la normativa aplicable no exige una certificación para ejercer el cargo de Coordinador de archivos, consecuentemente, queda demostrado que la información no se refiere a alguna de las facultades, atribuciones o competencias del sujeto obligado, de conformidad con el artículo 20 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado:

ARTÍCULO 20. Ante la negativa del acceso a la información o su inexistencia, el sujeto obligado deberá demostrar que la información solicitada está prevista en alguna de las excepciones contenidas en esta Ley o, en su caso, demostrar que la información no se refiere a alguna de sus facultades, competencias o funciones.

 De ahí lo inoperante del agravio en lo que respecta al punto de la solicitud de información que se analiza.

En lo relativo al punto 6. de la solicitud de información se vuelve infundado el agravio hecho valer por el recurrente por lo siguiente:

El recurrente cae a la hipótesis prevista en el artículo 179 fracción VIII de la Ley de Transparencia que señala:
ARTÍCULO 179. El recurso será desechado por improcedente cuando:

[…]

VIII. El recurrente amplíe su solicitud en el recurso de revisión, únicamente respecto de los nuevos contenidos.

[…]
Lo anterior es así puesto que el solicitante formulo una solicitud general, sin la descripción de la información solicitada, requisito previsto en el artículo 146 fracción III de la Ley de Transparencia. 
ARTÍCULO 146. Para presentar una solicitud no se podrán exigir mayores requisitos que los siguientes:

[…]

III. La descripción de la información solicitada;

[…]

Lo que vuelve evidente que el solicitante al manifestar en el recurso que por el punto 6 de su solicitud de información debieron informar los hipervínculos del cuadro general de archivística, guías de archivos y catalogo documental, es notorio que se encuentra ampliando la solicitud de información, ya que primigeniamente no peticiono los documentos archivísticos que menciono hasta el recurso de revisión, de ahí lo inoperante del agravio relativo al punto de la solicitud de información.

Por otro lado, esta Comisión con la finalidad de garantizar el efectivo acceso a la información pública y en aras de vigilar el cumplimiento de los sujetos obligados a las obligaciones de transparencia, por auto de fecha 24 veinticuatro de noviembre de 2017 dos mil diecisiete ordeno dar vista al Sistema Estatal de Documentación y Archivo por conducto del Jefe de la Unidad de Denuncias con lo referente a este asunto, para que actuara acorde a sus atribuciones y determinara lo conducente de conformidad con el procedimiento de denuncia por incumplimiento a las obligaciones de transparencia, que se establece en los artículos 102 a 112 de la Ley de Transparencia, toda vez que el agravio del recurrente era consistente con lo establecido en el artículo 102
, es decir, que cualquier persona podrá denunciar ante la CEGAIP la falta de publicación de las obligaciones de transparencia.
Así las cosas, el 05 cinco de enero de 2018 dos mil dieciocho, dentro de los autos que se formaron con motivo de la vista del párrafo anterior, se determino desechar el referido asunto, lo que constituye un hecho notorio con base a la tesis de jurisprudencia P./J. 74/2006, emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, “Hechos Notorios. Conceptos General y Jurídico, toda vez que así se encuentra publicado en la lista de acuerdos de esta Comisión de fecha 08 ocho de enero de 2018 dos mil dieciocho.
7.1.2 Agravio parcialmente fundado. Es el que se hizo valer en el punto 2 de la solicitud de información.

Como se adelantó este agravio es parcialmente fundado pero suficiente para ser procedente, por lo siguiente:

El recurrente, peticiono el nombramiento del coordinador de archivo que en su dicho debe estar publicado en el periódico oficial del Estado por ministerio de la Ley de Archivos, sin embargo, como se estudio en el punto 7.1.1 de esta resolución, referente al Coordinador de Archivo no establecen los requisitos que menciona el particular, salvo lo que se establece en el artículo 13 de la Ley de Archivos.

Sin embargo, que un ordenamiento no exija la publicación del nombramiento del Coordinador de Archivo en el periódico oficial, no es óbice para que el sujeto obligado entregue al particular el referido nombramiento aun cuando este no se encuentre publicado como asevero el recurrente.
En ese sentido, de un análisis de los documentos allegados al presente expediente, éstos son tomados en consideración con la finalidad de que los datos, información y probanzas que emanen del escrito de interposición del recurso de revisión, sus anexos, los ocursos presentados por las partes en los cuales realizan manifestaciones conforme a su derecho e incluso la totalidad de la información del expediente formado con motivo de la interposición del presente recurso de revisión, deriven preferentemente al pensamiento e intencionalidad de su promovente, descartando las precisiones que generen oscuridad o confusión. Esto es, atender a lo que quisieron decir las partes y no únicamente a lo que en apariencia se dijo, pues sólo de esta manera se logra congruencia entre lo pretendido y lo resuelto.

Con base en lo anterior, es de señalarse que esta Comisión está facultada de manera implícita para integrar el contenido de los documentos y elementos técnicos que conforman el medio de impugnación del que se trata. Tal aseveración se justifica, ya que el Órgano Resolutor, con base en el artículo 8°, fracciones, II y VIII, de la Ley de Transparencia del Estado, cuenta con la experiencia y conocimientos suficientes para interpretar la redacción oscura o irregular, y determinar el verdadero sentido y la expresión exacta del pensamiento de su autor que por error incurre en omisiones o en imprecisiones contenidas en la respuesta que por este medio se impugna. 
Inspirado en esos principios, se sostiene que la interpretación del recurso no se debe limitar al escrito en el que se inicia, sino que debe comprender el análisis de los documentos que lo integran y que, de hecho, forman parte de éste; pues sólo así puede alcanzarse una interpretación completa de la voluntad del recurrente y advertir mala fe, error o la omisión en que haya incurrido por ignorancia formal del derecho o, como es el caso, que el particular atribuya un requisito o cualidad a un documento, por creer que así debe ser, lo que implica armonizar la información con la que se cuenta, y con los principios inmersos en la propia Ley de Transparencia,  a fin de que a través de ella se precise el verdadero sentido del asunto a resolver, lo que en ningún momento implica dejar en estado de indefensión a las partes, puesto que se le concedió la oportunidad de manifestar lo que a su derecho convenía, presentar alegatos y ofrecer pruebas, para sostener la legalidad de su actuaciones o en caso del particular aportar los hechos de controversia.

Señalado lo anterior, en el caso concreto es necesario hacer una interpretación del principio de máxima publicidad, dicho principio se encuentra previsto en el artículo 7° de la Ley de Transparencia, que a su vez hace una remisión al artículo 6° Constitucional.

De la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Artículo 6o. La manifestación de las ideas no será objeto de ninguna inquisición judicial o administrativa, sino en el caso de que ataque a la moral, la vida privada o los derechos de terceros, provoque algún delito, o perturbe el orden público; el derecho de réplica será ejercido en los términos dispuestos por la ley. El derecho a la información será garantizado por el Estado.

Toda persona tiene derecho al libre acceso a información plural y oportuna, así como a buscar, recibir y difundir información e ideas de toda índole por cualquier medio de expresión.

El Estado garantizará el derecho de acceso a las tecnologías de la información y comunicación, así como a los servicios de radiodifusión y telecomunicaciones, incluido el de banda ancha e internet. Para tales efectos, el Estado establecerá condiciones de competencia efectiva en la prestación de dichos servicios.

Para efectos de lo dispuesto en el presente artículo se observará lo siguiente:

A. Para el ejercicio del derecho de acceso a la información, la Federación y las entidades federativas, en el ámbito de sus respectivas competencias, se regirán por los siguientes principios y bases:

I. 
Toda la información en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, así como de cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito federal, estatal y municipal, es pública y sólo podrá ser reservada temporalmente por razones de interés público y seguridad nacional, en los términos que fijen las leyes. En la interpretación de este derecho deberá prevalecer el principio de máxima publicidad. Los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, la ley determinará los supuestos específicos bajo los cuales procederá la declaración de inexistencia de la información. 

[…]

De la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.

ARTÍCULO 7°. El derecho de acceso a la información o la clasificación de la información se interpretarán bajo los principios establecidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte; y la presente Ley.

En la aplicación e interpretación de la presente Ley deberá prevalecer el principio de máxima publicidad, conforme a lo dispuesto en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte; así como en las resoluciones y sentencias vinculantes que emitan los órganos nacionales e internacionales especializados, favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia.

Para el caso de la interpretación, se podrá tomar en cuenta los criterios, determinaciones y opiniones de los organismos nacionales e internacionales, en materia de transparencia.

Las disposiciones que regulen aspectos de transparencia y acceso a la información previstas en la legislación Estatal en su conjunto deberán interpretarse armónicamente con la Ley General, atendiendo al principio pro persona.

El principio de máxima publicidad es un principio constitucional, que puede aplicarse e interpretarse de varias formas por la apertura semántica en la que se encuentra plasmado, de lo que se distingue su carácter fundamental y  que se traslada a otras normas e incide directamente sobre ellas, como es el caso de la Ley de Acceso a la Información Pública en el Estado de San Luis Potosí; sin perder de vista que los principios no pueden ser interpretados de manera literal
, es por ello que el principio de máxima publicidad tiene un carácter teleológico, es decir, guía a la norma a sus fines y sirve como herramientas a los juzgadores y a las autoridades que aplican leyes, para encontrar el sentido o como se dijo antes su carácter fundamental para cada caso en particular.

En esencia, dicho principio generalizadamente, es que se debe de publicitar y permitir el acceso a la información de manera que no deje lugar a dudas de que el sujeto obligado no tiene inconveniente en facilitar y garantizar ese derecho, además de que toda la información –con sus excepciones– en posesión de los sujetos obligados, aparte de ser pública, debe de ser completa y accesible a todas las personas, pero del texto constitucional se recoge que el principio de máxima publicidad tiene una dicotomía, que consiste en un aspecto normativo y otro interpretativo, en lo tocante al aspecto normativo se tiene que cuando hay dos normas que regulen el acceso a la información pública, en virtud del principio se optará por la norma que más favorezca la divulgación de la información. Por lo que respecta al aspecto interpretativo del principio de máxima publicidad, tendría lugar cuando a alguna norma se le puedan atribuir varios sentidos, por lo que se aplicaría el sentido que más favorezca a la publicidad.

En la especie, se ha aplicado el aspecto interpretativo, y se ha encontrado que el sujeto obligado cuenta con facultades y atribuciones para actualizar el supuesto de presunción de existencia de la información al que se refiere el artículo 19, en estricta relación con el artículo 20 de la Ley de la materia
, toda vez que el Coordinador de Archivos como servidor público debe contar con un nombramiento y por tanto el sujeto obligado debió entregarlo al particular, ya que es la información a la que intenta acceder, aun cuando lo haya  solicitado con un error que resulta vencible con demostrar que la Ley de Archivo no exige la publicación en el periódico oficial.
Ahora bien, en cuanto a la obligación del sujeto obligado de contar con el nombramiento del Coordinador de Archivo, el Reglamento Interno de la Oficialía Mayor el que establece su existencia, acorde a lo que señala en sus artículos 7 fracción X, XI, XI, artículo 10 fracción VI y el artículo 18 fracción IX. que señalan:

ARTÍCULO 7°.- El Oficial Mayor tiene las siguientes funciones:

[…]

X.- Acordar con el titular del Poder Ejecutivo del Estado el nombramiento de los servidores públicos de la Oficialía Mayor y ordenar su expedición, así como resolver sobre la remoción o cese de los mismos;

XI.- Nombrar a los directores administrativos de las dependencias de la administración pública estatal, así como normar, coordinar y evaluar su actuación y el desarrollo de sus actividades;

XlI.- Designar a los representantes de la Oficialía Mayor en comisiones, consejos, organizaciones, instituciones y entidades en las que participe; […]

ARTÍCULO 10.- Corresponde a la Dirección Administrativa las siguientes funciones:

[…]

VI.- Tramitar internamente los nombramientos, remociones, renuncias, licencias y movimientos de los funcionarios y empleados de la Oficialía Mayor; […]

ARTÍCULO 18.- Corresponde a la Dirección de Administración de Recursos Humanos las siguientes funciones:

[…]

IX.- Tramitar los nombramientos, promociones y demás movimientos del personal al servicio de la administración pública centralizada y paraestatal, así como supervisar la observancia de los movimientos aprobados, emitiendo las altas, bajas, o cambio de adscripción, y que en la misma forma se realicen los trámites necesarios para el otorgamiento de pensiones; […]

Lo anterior, encuentra relación con la Ley de los Trabajadores al Servicio de las Instituciones Públicas del Estado de San Luis Potosí, que en sus artículos 1 y 7 señala:

ARTICULO 1o.- La presente ley es de observancia general y obligatoria en el Estado de San Luis Potosí y rige las relaciones de trabajo de los poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial y de los municipios, así como de los organismos públicos descentralizados y empresas de participación estatal o municipal con sus trabajadores

ARTICULO 7o.- Para efectos de la presente ley, se entiende por trabajador toda persona física que presta un servicio personal subordinado a las instituciones públicas a que se refiere el artículo 1o. de la misma, en virtud de nombramiento expedido por funcionario competente.
En el marco de las observaciones anteriores y con la finalidad de garantizar un efectivo acceso a la información pública, se tiene que de la normativa aplicable el Coordinador de Archivos de la Oficialía Mayor debe contar con un nombramiento expedido por funcionario competente, y toda vez que ese es el documento que solicito el particular, debió entregarse, puesto que así lo señala la Ley de Transparencia en su artículos 4, 61 y 151 de la Ley de Transparencia en armonía con el principio de máxima publicidad.
ARTÍCULO 4°. El derecho humano de acceso a la información comprende solicitar, investigar, difundir, buscar y recibir información.

Toda la información generada, obtenida, adquirida, transformada o en posesión de los sujetos obligados es pública y accesible a cualquier persona en los términos y condiciones que se establezcan en la Ley General; en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte; la esta Ley; y la normatividad aplicable en sus respectivas competencias, sólo podrá ser clasificada excepcionalmente en los términos que fija la ley.

ARTÍCULO 61. Los servidores públicos y las áreas de los sujetos obligados que formulen, produzcan, procesen, administren, archiven y resguarden información pública, son responsables de la misma y están obligados a permitir el ejercicio del derecho de acceso a la información pública en los términos de esta Ley.

La obligación de los sujetos obligados de proporcionar información no comprende el procesamiento de la misma, ni el presentarla conforme al interés del solicitante.

ARTÍCULO 151. Los sujetos obligados deberán otorgar acceso a los Documentos que se encuentren en sus archivos o que estén obligados a documentar de acuerdo con sus facultades, competencias o funciones en el formato en que el solicitante manifieste, de entre aquellos formatos existentes, conforme a las características físicas de la información o del lugar donde se encuentre así lo permita.

En el caso de que la información solicitada consista en bases de datos se deberá privilegiar la entrega de la misma en Formatos Abiertos.

7.1.3 Agravio fundado. Es el hecho valer por el recurrente en el punto 5 de la solicitud de información.

Recordando, por el punto 5 de la solicitud de información el particular solicito el correo electrónico oficial del Coordinador de Archivos, y el sujeto obligado señalo que no hay ordenamiento jurídico que obligue al Coordinador de Archivos de tener un correo electrónico oficial.
Pese lo anterior, es la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, el ordenamiento jurídico que hace patente que los servidores púbicos contaran con un correo electrónico oficial, como se observa de las obligaciones comunes de transparencia, artículo 84 fracción X que señala:
ARTÍCULO 84. Los sujetos obligados pondrán a disposición del público y mantendrán actualizada, en los respectivos medios electrónicos, de acuerdo con sus facultades, atribuciones, funciones u objeto social, según corresponda, la información, por lo menos, de los temas, documentos y políticas que a continuación se señalan:

X.      El directorio de todos los servidores públicos, independientemente de que brinden atención al público; manejen o apliquen recursos públicos; realicen actos de autoridad o presten servicios profesionales bajo el régimen de confianza u honorarios y personal de base. El directorio deberá incluir, al menos el nombre, cargo o nombramiento asignado, nivel del puesto en la estructura orgánica, fecha de alta en el cargo, número telefónico, domicilio para recibir correspondencia y dirección de correo electrónico oficiales, y versión pública de su currículum vitae que deberá contener, la copia correspondiente al título profesional y cédula que acredite su ultimo grado de estudios;

Al respecto, esta Comisión en la evaluación cualitativa de cumplimiento del sujeto obligado le señalo como recomendación que deberá publicar dicha información.[image: image5.png]84, OFICIALIA MAYOR - Bxcel cegaip@outiookcom [
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De este modo, está por demás demostrado que, si aplica al sujeto obligado la fracción en cuestión de las obligaciones de transparencia, por lo que debe contar con el correo electrónico oficial del coordinador de archivos y proporcionarlo al solicitante
.
7.1.4 Agravio en suplencia. Ahora, aunque el recurrente no expresó mayores inconformidades que las estudiadas, como quiera, se alcanza a percibir que el sujeto obligado no contesto en tiempo a la solicitud de información pública, por lo que esta Comisión de Transparencia de conformidad con el artículo 170
, segundo párrafo, de la Ley de Transparencia suple la deficiencia de la queja del recurrente y entra al estudió de la falta de respuesta en los tiempos que señala la ley.

Principio de afirmativa ficta.

Dicho principio es una máxima del derecho de acceso a la información pública que consiste en que los solicitantes no permanezcan por tiempo indefinido en la incertidumbre del silencio de la autoridad de resolver su solicitud de acceso a la información pública en el plazo que le marcan los artículos 154 y 164 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, ya que estos preceptos tienen por objeto que los solicitantes no se vean afectados en su esfera jurídica ante la pasividad de la autoridad que legalmente debe de emitir una respuesta, de tal manera que no sea indefinida la conducta de abstención asumida por la autoridad.


Obligación por parte del ente obligado de dar respuesta dentro del plazo del artículo 154 de la Ley de Transparencia.

El artículo 154 de la ley ya mencionada, dispone que la respuesta a la solicitud deberá ser notificada al interesado en el menor tiempo posible, que no podrá exceder de diez días, contados a partir del día siguiente a la presentación de aquélla.

Y que sólo excepcionalmente, ese plazo podrá ampliarse hasta por diez días más, siempre y cuando existan razones fundadas y motivadas, con la condicionante de que deberán ser aprobadas por el Comité de Transparencia, mediante la emisión de una resolución que deberá notificarse al solicitante, antes de su vencimiento.

Consecuencias de que la autoridad no de la respuesta en tiempo a la solicitud de acceso a la información pública.

De conformidad con los artículos 164 y 165, párrafo quinto
, de la Ley de Transparencia, si la autoridad no demuestra que otorgó la información que le fue solicitada o dio la respuesta en tiempo –dentro del plazo de diez días– la consecuencia es que esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública aplicará el principio de afirmativa ficta en el sentido de obligar a la autoridad responsable a entregar la información de manera gratuita en un plazo máximo de diez días hábiles tal y como lo establece dicho precepto. 

Excepciones a la aplicación del principio de afirmativa ficta.

Como toda regla, dicho principio admite excepciones, pues por más que la autoridad no demuestre que dio la información en tiempo y que por ende, se debe de aplicar el principio de afirmativa ficta, hay supuestos en lo que no procede éste y que es cuando:

a)
La información es reservada.

b)
La información es confidencial –está regla también admite excepciones, pues hay documentos en los que consta la información que permite eliminar las partes o secciones clasificadas –.

c)
Cuando por disposiciones que rigen el actuar de la autoridad obligada no debe de crear, producir, generar, poseer, procesar, administrar, archivar o resguardar esa información.  

Así, el agravio en suplencia es fundado ya que efectivamente hay omisión de la autoridad de dar respuesta a su solicitud de acceso a la información pública dentro del plazo de los diez días a que se refiere el artículo 154 de la Ley de Transparencia, como se explica a continuación. 

· El 05 cinco de octubre de agosto de 2017 dos mil diecisiete el solicitante de la información presentó su solicitud de acceso a la información pública ante el sujeto obligado.

· Ahora, de conformidad con los artículos 148 y 154 de la Ley de Transparencia, el plazo para dar respuesta por parte del sujeto obligado era de diez días hábiles, contados a partir del día siguiente en que le fue presentada.

· Así, el plazo de los diez días comenzó al día hábil siguiente, en el caso, el día 06 seis de octubre y venció el día 20 de octubre, sin contar los días 7 siete, 8 ocho, 12 doce, 14 catorce, 15 quince de octubre por ser inhábiles.

Es decir, que la fecha límite con la que contaba la autoridad para dar respuesta a la solicitud de acceso a la información pública desde que le fue presentada ésta, vencía el día 20 veinte de octubre de 2017 dos mil diecisiete.

En la especie, ya quedó visto en el resultado segundo que el sujeto obligado respondió al recurrente el 24 veinticuatro de octubre de 2017 dos mil diecisiete, es decir, fuera del plazo establecido en la Ley de Transparencia.

Es por eso que esta Comisión de Transparencia aplica el principio de afirmativa ficta ya que el sujeto obligado respondió a la solicitud de acceso a la información pública fuera de tiempo, de ahí que el agravio, aunque en suplencia, haya resultado fundado, por lo que los efectos de esta determinación, este órgano colegiado los precisará más adelante. 

7.2. Modalidad de entrega. Así, la autoridad, no sólo debió de entregar la información, sino además debió de hacerlo en la modalidad en que le fue solicitada y para sustentar lo anterior es porque los artículos 17, 146, fracción V, primer párrafo y 155 de la Ley de Transparencia establecen que:

ARTÍCULO 17. El ejercicio del derecho de acceso a la información es gratuito y sólo podrá requerirse el cobro correspondiente a la modalidad de reproducción y entrega solicitada. 
En ningún caso los ajustes razonables que se realicen para el acceso de la información de solicitantes con discapacidad, será con costo a los mismos.
ARTÍCULO 146. Para presentar una solicitud no se podrán exigir mayores requisitos que los siguientes: 
[…]
V. La modalidad en la que prefiere se otorgue el acceso a la información, la cual podrá ser verbal, siempre y cuando sea para fines de orientación, mediante consulta directa, mediante la expedición de copias simples o certificadas o la reproducción en cualquier otro medio, incluidos los electrónicos…

ARTÍCULO 155. El acceso se dará en la modalidad de entrega y, en su caso, de envío elegidos por el solicitante. Cuando la información no pueda entregarse o enviarse en la modalidad elegida, el sujeto obligado deberá ofrecer otra u otras modalidades de entrega.

En cualquier caso, se deberá fundar y motivar la necesidad de ofrecer otras modalidades.


Así, el acceso se dará en la modalidad de entrega elegido por el solicitante –y que cuando la información no pueda entregarse o enviarse en la modalidad elegida, el sujeto obligado deberá ofrecer otra u otras modalidades de entrega– y que, en cualquier caso, se deberá fundar y motivar la necesidad de ofrecer otras modalidades.

Que, por lo tanto, el ejercicio del derecho de acceso a la información es gratuito y sólo podrá requerirse el cobro correspondiente a la modalidad de reproducción y entrega solicitada.

De ahí que para presentar una solicitud no se podrán exigir mayores requisitos, entre lo que se encuentra el de la modalidad en la que prefiere se otorgue el acceso a la información, por ello, la regla es que el acceso se dará en la modalidad de solicitada y, en su caso, el envío elegido por el solicitante y, la excepción es ccuando la información no pueda entregarse o enviarse en la modalidad elegida, el sujeto obligado deberá ofrecer otra u otras modalidades de entrega. En cualquier caso, se deberá fundar y motivar la necesidad de ofrecer otras modalidades.

En el caso, la solicitud de información fue realizada por el solicitante a través de la Plataforma Nacional de Transparencia y aunque, si bien es cierto es que el recurrente no expresó la modalidad de entrega de la información, sin embargo tal omisión no implica la discrecionalidad del sujeto obligado para que entregue la información peticionada en la modalidad que prefiera, puesto que si el solicitante presentó la solicitud de información por medios electrónicos, entonces, se está en el supuesto de que la autoridad debe entregar la información peticionada por ese mismo medio.


Lo anterior, incluso encuentra sustento en el criterio 03/2008 emitido por el Comité de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicado en la Compilación de Normas y Criterios en Materia de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Novena Edición, página 919, México 2013 cuyo rubro y texto es:

MODALIDAD ELECTRÓNICA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN. SI SE RECIBE UNA SOLICITUD POR MEDIOS ELECTRÓNICOS SIN PRECISAR LA MODALIDAD DE PREFERENCIA DEBE PRESUMIRSE QUE SE REQUIRIÓ EL ACCESO POR ESA MISMA VÍA. El ejercicio del derecho de acceso a la información gubernamental no se entiende de forma abstracta y desvinculada a la forma en que los gobernados pueden allegarse de aquélla; destacándose que la modalidad de entrega de la información resulta de especial interés para hacer efectivo este derecho. En este sentido, la Comisión para la Transparencia y Acceso a la Información de la Suprema Corte de Justicia de la Nación (recurso de revisión 1/2005) determinó que el acceso a la información no se cumple de forma íntegra cuando se entrega la información al peticionario en una modalidad diversa a la solicitada, cuando esta fue la remisión por medios electrónicos, toda vez que el otorgamiento en una diversa puede constituir un obstáculo material para el ejercicio del derecho de acceso a la información tutelado en el artículo 6° constitucional. Por lo tanto, si el peticionario solicita por vía electrónica determinada información sin precisar la modalidad de su preferencia debe presumirse que la requiere por esa misma vía.


Criterio que de conformidad con el artículo 7°
 de la Ley de Transparencia resulta aplicable al caso concreto, pues el mismo es para hacer efectivo el derecho de acceso a la información pública, ya que orienta a esta Comisión de Transparencia para favorecer el principio de máxima publicidad y disponibilidad de la información en posesión del sujeto obligado. 

7.3. Sentido y efectos de la resolución.
En las condiciones anotadas y al resultar fundados los agravios, aunque uno parcialmente pero suficiente y otro en suplencia lo procedente es que esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública de conformidad con el artículo 164 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado aplica el principio de afirmativa ficta y por lo tanto conmina al sujeto obligado para que entregue al solicitante la información de manera gratuita la información de los puntos 2 y 4 de la solicitud de información, es decir:

· Copia de  nombramiento del Coordinador de Archivos

· Correo oficial de Coordinador de Archivos

7.4. Precisiones de esta resolución.


7.4.1. De conformidad con la última parte del artículo 176 de la Ley de Transparencia está Comisión de Transparencia establece los siguientes términos para el cumplimiento de la resolución.

· El sujeto obligado deberá de cuidar en todo momento que la información que entregará no contenga datos personales o confidenciales, pues en caso de contener información con esos datos, deberá de elaborar la versión pública a costa del solicitante.


7.5. Plazo de diez días para el cumplimento de esta resolución.

Con fundamento en el artículo 175 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, este órgano colegiado le concede al ente obligado el plazo de diez días para la entrega de la información, plazo que es el que está Comisión de Transparencia considera que es suficiente, ya que es el máximo autorizado por el citado precepto.

7.6. Informe sobre el cumplimento a la resolución dentro del plazo de tres días. 

De conformidad con el artículo 177, segundo párrafo, el ente obligado deberá de informar a esta Comisión de Transparencia el cumplimento a la presente resolución en un plazo que no deberá de exceder de tres días siguientes a los diez días que tiene para la entrega de la información en donde justificará con los documentos necesarios el cumplimento a lo aquí ordenado.

7.7. Medida de apremio en caso de incumplimiento a la resolución.

Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública apercibe al ente obligado que, en caso de no acatar la presente resolución, se le impondrá las medidas de apremio que corresponda, previstas en el artículo 190 de la Ley de Transparencia, en virtud de que este órgano colegiado debe de garantizar el debido cumplimiento al derecho humano de acceso a la información pública.  


Medios de impugnación.


Por último, de conformidad con el artículo 159 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública mediante la presente resolución se hace del conocimiento a la parte recurrente que en contra de la presente determinación puede acudir ante el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales o ante el Poder Judicial de la Federación.

RESOLUTIVOS 

Por lo expuesto y fundado, SE RESUELVE:

ÚNICO. Esta Comisión Estatal de Garantía y Acceso a la Información Pública aplica la afirmativa ficta por los fundamentos y las razones desarrolladas en el considerando séptimo de la presente resolución.

Notifíquese; por oficio a las autoridades y a la recurrente por el medio que designó.

Así, por unanimidad de votos lo resolvió la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, integrada por los Comisionados licenciada Paulina Sánchez Pérez del Pozo, licenciada Claudia Elizabeth Ávalos Cedillo y MTRO. Alejandro Lafuente Torres presidente, siendo ponente el último de los nombrados, quienes, en unión de la licenciada Rosa María Motilla García, Secretaria de Pleno que da fe, firman esta resolución.  
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*ESTAS FIRMAS PERTENECEN A LA RESOLUCIÓN DE LA REVISIÓN 790/2017-1 QUE FUE INTERPUESTO EN CONTRA DEL GOBIERNO DEL ESTADO A TRAVÉS DE LA OFICIALÍA MAYOR Y QUE FUE APROBADA EN LA SESIÓN EXTRAORDINARIA DEL 22 VEINTIDOS DE ENERO DE 2018 DOS MIL DIECIOCHO.
jlV.R
� Visible en la foja 2 de autos.


� Visible de foja 3 a 6 de autos.


� CONAIP/SNT/ACUERDO/EXT13/04/2016-08


� ARTÍCULO 102. Cualquier persona podrá denunciar ante la CEGAIP la falta de publicación de las obligaciones de transparencia previstas en los artículos 84 a 96 de esta Ley y demás disposiciones aplicables, en sus respectivos ámbitos de competencia.





� Cárdenas Gracia, Jaime, “Los principios y su impacto en la interpretación constitucional y judicial”, en Vega Gómez, Juan y Corzo Sosa, Edgar (coords.), Tribunales y justicia constitucional. Memoria del VII Congreso Iberoamericano de Derecho Constitucional, México, UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 2002, pp. 92 y 93


� ARTÍCULO 19. Se presume que la información debe existir si se refiere a las facultades, competencias y funciones que los ordenamientos jurídicos aplicables otorgan a los sujetos obligados.


En los casos en que ciertas facultades, competencias o funciones no se hayan ejercido, se debe motivar la respuesta en función de las causas que motiven la inexistencia.


ARTÍCULO 20. Ante la negativa del acceso a la información o su inexistencia, el sujeto obligado deberá demostrar que la información solicitada está prevista en alguna de las excepciones contenidas en esta Ley o, en su caso, demostrar que la información no se refiere a alguna de sus facultades, competencias o funciones.





� Los resultados de la evaluación cuantitativa de la oficialía mayor son accesibles a través del siguiente enlace � HYPERLINK "http://www.cegaipslp.org.mx/evaluadometro2.nsf/967dd0a5bd0a29b1862581c200633821/c0235dacc1ec337c862581c600544288?OpenDocument" �http://www.cegaipslp.org.mx/evaluadometro2.nsf/967dd0a5bd0a29b1862581c200633821/c0235dacc1ec337c862581c600544288?OpenDocument�





� ARTÍCULO 170. La CEGAIP resolverá el recurso de revisión en un plazo que no podrá exceder de treinta días, contados a partir de la admisión del mismo, en los términos que establezca la ley respectiva, plazo que podrá ampliarse por una sola vez y hasta por un periodo de veinte días. 


Durante el procedimiento deberá aplicarse la suplencia de la queja a favor del recurrente, sin cambiar los hechos expuestos, asegurándose de que las partes puedan presentar, de manera oral o escrita, los argumentos que funden y motiven sus pretensiones.


� ARTICULO 164. Si transcurridos diez días de presentada la solicitud de información, la unidad de transparencia no respondiere al interesado, se aplicará el principio de afirmativa ficta, y la autoridad estará obligada a entregar la información de manera gratuita, en un plazo máximo de diez días; salvo cuando se trate de información reservada o confidencial.


ARTÍCULO 165. En caso de existir costos para obtener la información, deberán cubrirse de manera previa a la entrega y no podrán ser superiores a la suma de: I. El costo de los materiales utilizados en la reproducción de la información;


II. El costo de envío, en su caso, y III. El pago de la certificación de los Documentos, cuando proceda.--- Tratándose de la reproducción en medios magnéticos, si el solicitante aporta el medio en el que será almacenada la información, la reproducción será totalmente gratuita.--- Los sujetos obligados llevarán a cabo la reproducción y/o envío de la información solicitada, previo pago de los derechos correspondientes.--- La información deberá ser entregada sin costo, cuando implique la entrega de no más de veinte hojas simples. Las unidades de transparencia podrán exceptuar el pago de reproducción y envío atendiendo a las circunstancias socioeconómicas del solicitante.--- Ante la falta de respuesta a una solicitud en el plazo previsto y en caso de que proceda el acceso, los costos de reproducción y envío correrán a cargo del sujeto obligado.--- Las cuotas de los derechos a que se refiere el artículo 62 de esta Ley, se publicarán en los sitios de Internet de los sujetos obligados. En su determinación se deberá considerar que los montos permitan o faciliten el ejercicio del derecho de acceso a la información, asimismo se establecerá la obligación de fijar una cuenta bancaria única y exclusivamente para que el solicitante realice el pago íntegro del costo de la información que solicitó.


� ARTICULO 7. El derecho de acceso a la información o la clasificación de la información se interpretarán bajo los principios establecidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte; y la presente Ley. En la aplicación e interpretación de la presente Ley deberá prevalecer el principio de máxima publicidad, conforme a lo dispuesto en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte; así como en las resoluciones y sentencias vinculantes que emitan los órganos nacionales e internacionales especializados, favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia. Para el caso de la interpretación, se podrá tomar en cuenta los criterios, determinaciones y opiniones de los organismos nacionales e internacionales, en materia de transparencia. Las disposiciones que regulen aspectos de transparencia y acceso a la información previstas en la legislación Estatal en su conjunto, deberán interpretarse armónicamente con la Ley General, atendiendo al principio pro persona.





